CONCEPTO 573 DE 2013
(24 septiembre)

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Asunto. Su solicitud de concepto.(1)
Cordial saludo:

Se basa la consulta objeto de estudio en resolver los siguientes interrogantes relacionados con el uso del correo 472, de conformidad con la Ley 1437 de 2011:
1. ¿Se puede considerar como medio eficaz, las entregas de correspondencia o citaciones a usuarios, a través de los medios que no sean correo certificado o mensajería especializada?, es decir, se puede utilizar el servicio de mensajería interna de nuestra empresa para hacer entrega de estas citaciones, dejando debidas constancias de ellos, que indiquen quién, cuándo y cómo fue recibido el sobre? ¿De ser posible se puede incluir en nuestro contrato de condiciones uniformes?

2. ¿Para el caso de Casanare, manejamos muchos usuarios ubicados en veredas, a las cuales la mayoría de empresas de mensajería no tienen cobertura, y en caso de que no se puedan hacer las citaciones a través de mensajería interna, de qué manera podemos hacerlo? ¿Se puede con nuestro mensajero interno?

3. La norma nos exige que iniciemos el trámite de envío de la citación dentro de los 5 días siguientes a la emisión de la respuesta de la PQR, pero en realidad las empresas de mensajería que se encuentran en el departamento del Casanare como Interrapidísimo y demás, no hacen entrega de estas citaciones en los 5 días. Entonces, ¿a quién le recae la responsabilidad? De estas demoras es que nace la necesidad de que las citaciones sean entregadas por mensajería interna o mensajero de nuestra empresa, ya que sí hay efectividad en las entregas.

Antes de cualquier pronunciamiento sobre el particular, es preciso advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo(2), toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la Entidad, en la medida que no tienen carácter obligatorio ni vinculante. 

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(3) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(4), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(5) esta Superintendencia no puede exigir que los actos o contratos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación, ya que el ámbito de su competencia en relación con éstos, se contrae de manera exclusiva a vigilar y controlar el cumplimiento de aquellos que se celebren entre las empresas y los usuarios (artículo 79.2(6) de la ley 142 de 1994), razón por la cual no es posible pronunciarnos de manera particular y concreta su consulta, habida cuenta que la misma se encuentra referida a la eficacia de la correspondencia que maneja la empresa CusianaGas S.A. E.S.P y la efectividad de los medios utilizados para dar a conocer sus actos. 
Conforme con lo anterior, es imperativo advertir que en relación con la inquietud dirigida a obtener respuesta respecto de la posibilidad de incluir la utilización de la mensajería interna de la empresa en las condiciones uniformes de los contratos, no es posible para esta Oficina pronunciarse, en la medida que tal como lo señala la norma en comento, los actos de las empresas no pueden ser sometidos a su aprobación y cualquier indicación sobre el particular, conllevaría la coadministración de la empresa. En ese mismo sentido, teniendo en cuenta que la gestión de correspondencia corresponde exclusivamente a la órbita administrativa de la empresa, son las instancias directivas de la misma las que deben determinar la manera conforme a la cual se debe entregar la correspondencia en zonas con poca cobertura por empresas de mensajería y determinar las responsabilidades a las que haya lugar por posibles incumplimientos contractuales.
Hechas estas precisiones, respondemos de manera general en los siguientes términos:
Con anterioridad, el Decreto 01 de 1984, en relación con los medios de notificación de las decisiones, disponía en su artículo 44 lo siguiente:
“ARTICULO 44. DEBER Y FORMA DE NOTIFICACIÓN PERSONAL. Las demás decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, o a su representante o apoderado. 

Si la actuación se inició por petición verbal, la notificación personal podrá hacerse de la misma manera. 

Si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, para hacer la notificación personal se le enviará por correo certificado una citación a la dirección que aquél haya anotado al intervenir por primera vez en la actuación, o en la nueva que figure en comunicación hecha especialmente para tal propósito. La constancia del envío de la citación se anexará al expediente. El envío se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto. 

No obstante lo dispuesto en este artículo, los actos de inscripción realizados por las entidades encargadas de llevar los registros públicos se entenderán notificados el día en que se efectúe la correspondiente anotación. 

Al hacer la notificación personal se entregará al notificado copia íntegra, auténtica y gratuita de la decisión, si ésta es escrita. 

En la misma forma se harán las demás notificaciones previstas en la parte primera de este Código. (Resaltado y subrayas fuera de texto).
Tal como lo señaló esta Oficina Asesora Jurídica(7) “...el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo considera el correo certificado como un medio eficaz para enviar la comunicación por medio de la cual se le informa al peticionario que debe notificarse personalmente de la decisión respectiva. Señalá dicha norma que cualquier otro medio que permita igualmente determinar la fecha en que el usuario se informa de la actuación para efectuar la notificación personal, sera considerado eficaz en los términos de este artículo.
Sobre este tema, el Honorable Consejo de Estado, sección primera, en sentencia del 13 de marzo de 2003, Consejero Ponente Dr. Manuel Santiago Urueta, se pronuncio al interpretar el artículo 25 del Decreto 2150 de 1955 diciendo que esta norma le otorga a la Administración Postal Nacional (ADPOSTAL) el carácter de agente o representante de las autoridades públicas para efectos de notificaciones; por ende, el servicio de correo certificado a que se refiere esta disposición sólo puede ser prestado por esta empresa”.
Así las cosas, si bien cualquier medio eficaz de informar al interesado la decisión podía utilizarse, a la luz de la norma en mención, lo cierto es que la facultad de certificación de los correos enviados o, lo que es lo mismo, el correo certificado, exclusivamente podía ser prestada por la empresa ADPOSTAL, servicio que luego de su reestructuración, fue encargado a la Sociedad de Servicios Postales Nacionales S.A., entidad encargada de llevar a cabo todas las actividades relacionadas con la prestación de los servicios postales, convirtiéndose así en el Operador Postal Oficial y que actualmente se conoce como 4-72.
En todo caso, a esta Superintendencia, en virtud de sus competencias legales, no le corresponde indicar si actualmente la empresa 4-72 es la única entidad avalada por el Gobierno Nacional para prestar los servicios de correspondencia certificada a nivel distrital y nacional.
Ahora bien, con ocasión de la expedición de la Ley 1437 de 2011, el legislador no previó necesario el envío de la citación para notificación personal a través de correo certificado, pues al amparo del artículo 68 señaló que “Si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a la dirección....”. De esta manera, el uso de otros medios de envío no quedó restringido por la norma y en consecuencia, cualquier medio es posible siempre que cumpla con los requisitos tales como “control de la prueba de entrega del envío que se consigna en un documento en el que conste un número de orden, fecha, hora de entrega, firma e identificación de quien recibió, aunado a una entrega muy rápida...”, señalados por el Consejo de Estado(8) y reiterados por esta Oficina Asesora Jurídica(9).

Al margen de lo anterior, conviene indicar que el artículo 43 del Decreto Ley 0019 de 2012(10), incorporó una nueva disposición en materia de notificaciones, del siguiente tenor:
“ARTICULO 43. NOTIFICACIONES

La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y los prestadores de los servicios públicos domiciliarios, notificarán la decisión sobre los recursos interpuestos por los usuarios en desarrollo del contrato de condiciones uniformes, mediante comunicaciones que se enviarán por correo certificado o por correo electrónico en los términos del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. De ello quedará constancia en el respectivo expediente”. (Resaltado fuera de texto).
Nótese que aún cuando la norma exige que la comunicación para notificar la decisión sobre recursos, sea enviada por correo certificado o por correo electrónico y su envío debe hacerse en los términos del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo; lo cierto es que este último estatuto no contempla, como ya se vio, la exigencia de que las citaciones para notificar los actos de carácter particular, deban enviarse por correo certificado.
Al respecto, ha indicado esta Oficina Asesora Jurídica(11) que “...que tanto el artículo 43 del Decreto Ley 0019 de 2012 transcrito, como el artículo 159 de la Ley 142 de 1994, disponen que la notificación deba hacerse de conformidad con el Código Contencioso Administrativo (sic).

Por tanto, acogiéndonos a la prevalencia de la Ley 142 de 1994 no es posible considerar una modificación o derogatoria del artículo 154 de dicha normativa, ya que de conformidad con el artículo 186 ibídem, no se entenderá que esta ley “…resulta contrariada por normas posteriores sobre la materia, sino cuando éstas identifiquen de modo preciso la norma de esta ley objeto de excepción, modificación o derogatoria”.
En ese orden de ideas resulta claro que si el artículo 159 de la Ley 142 de 1994 expresamente consagra que “La notificación de la decisión sobre un recurso o una petición se efectuará en la forma prevista por el Código Contencioso Administrativo”, haciendo remisión concreta al procedimiento administrativo contentivo en la actual Ley 1437 de 2011 y esta a su vez, dispone que para la notificación de las decisiones que pongan fin a una actuación administrativa, se requerirá del envío de una citación sin que deba hacerse por correo certificado el envío de la citación podrá hacerse por cualquier medio eficaz, para notificar tanto respuestas a peticiones como decisiones de recursos.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente, 

MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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